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Don Francisco Rubio Llorente
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Recurso  númeroz  L t45 /89

ASUNTO: Recurso de amparo

promovido por don Rafael

Mateos Yuste

SOBRE: Providencia de la Au-

diencia Provincial de Cáceres

dic tada en e jecución de la

Sentencia en la que se conde-

nó al recurrent,e por deli to

de detención i lega1 y Auto

confirmativo en recurso de

sr1p1ica.

y de l-os Mozos

La Sección, ha examinado el recurso de amparo in-

terpuesto por don Rafae1 Mateos Yuste

I. A}ITECEDENTES

L.  EI  15 de jun io de 1989 se presentó en e l  Regis-

tro General de este Tribunal, por eI Procurador de los Tribuna-

les don Angel Delito Villa, demanda de amparo a nombre de don

Rafael- Mateos Yuste, contra Ia providencia y auto de Ia Audlen-

cia Provincial de Cáceres, de 27 de abri l  y 23 de mayo de1 co
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rriente año, respectivanente, por ser contrarias aI principio

de legalidad penal consagrado en el- art,fculo 25. 1 de la Const,l-

tución. fnsta,  además, la suspensión de la ejecución de la con-

dena, cuyos trámites ya se han iniciado.

2. La demanda se basa en los siguientes

a) el recurrente fue condenado por la

Prov inc ia l  de Cáceres en sentencia de 29 de jun io de

Audi-encia

un delito de detención i legal cometido por funcionario
(ar to .  t84  CP)  a  la  pena de  t res  años  de  suspens ión .  A

el recurrente era Teniente de Alcalde, en funclones de

de Navalmoral de la Mata.

1985  po r

ptlbl ico

la sazón

Alcal-de,

b)  Recurr ida esta sent ,enc ia en casación,  €1 Tr ibu-

nal Supremo, For auto de 1-1- de octubre de l-988, inadmitió el

recurso

c)  A instanc ias de un tercero,  €1 candidato s i -

guiente en l-a l- ista de Diputados af Parlamento Exüremeño, la

Audiencia Provincial de Cáceres dictó providencia, con fecha 27

de abri l  del presente año, por la que declara f irme y ejecuto-

ria su sent,encia, dir igiéndose despacho al Sr. Presj-dente de Ia

Asamblea Extremeña, "part icipándole dicha resol-ución, adjuntán-

dole testimonio de la sentencia e interesando del- mismo part i-

cipe l-a fecha del cese del Parlamentario condenado, a los efec-

tos de proceder a Ia l iquidación de Ia pena impuesta".

d) EI actor recurr ió Ia c i tada resolución, por en-

tender la contrar ia al  ar t fculo 25.L de l -a Const i tución.

e) Con fecha 23 de mayo Ia Audiencia Provincial de

Cáceres dictó un auto en el que no accedla a 1a pretensión del

recurrenfe.

3.  Por  prov idencia de fa  Sección de L7 de ju l io  s i -

guiente se puso de manif iesto al recurrente y al Ministerio
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Fiscal Ia posible falta de contenido constitucional de Ia de-

manda, otorgándoles un término comrln de dlez dlas para que ale-
garan 1o que est,imaran conveniente.

4.  EI  28 de ju l io inmediato el-  Minister io Flscal
presentó su escr i to de alegaciones, en el  que se opone a la ad-

mlsión a trámite de la presente demanda por conslderar que ca-

rece manif iestamente de contenido const l tucional- .  En efecto,  a

su decir, no se ha producido una aplicación arbitraria o irra-

zonable del precepto penal cuestionado, quebrando e} principio

de legal idad estatuldo en el  ar t fculo 25,L de la Const i tución;

es más, exist,e ya un precedente análogo sentado por Ia STC

80/t987, al  p lantear la suspensj-ón de funciones de un alcalde
que adquirió la posterior condlción de miembro de un cabildo

insu la r .

5.  En escr l to presentado e1 dfa 29 sigulente,  la

representación actora manif iesta eue, a su ju ic io,  fa demanda

posee pleno contenido const i tucional ,  puesto que se ha efectua-

do en su caso una interpretación no restrictiva de un precepto

penal, interpretación que entiende palmarlamente contraria aI

arte 25.L de Ia Constitución Concluye soli-ci-tando 1a aünislón

de la demanda y reiterando la emisión de una sentencia favora-

ble a Ia concesión del amparo impetrado.

I I .- FUNDAMENTOS JURIDTCOS

Prlmero.-  Ha de conf i rmarse nuestra anter ior  apre-

ciación de falta de contenido constitucional de Ia demanda.

En efecto,  €1 recurrente,  con apoyo en jur ispru-

dencia de este Tribunal, pretende que se le ha vulnerado el

principio de legalidad penal al hacerse una aplicación
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analógica del- art lculo 38 CP erf€, al exp1icar eL contenido de

1a pena de suspensión, alude a que l-a mism'a consist irá tanto en

la pérdida temporal de Ia condición de funcionario pútbl ico
-l-ógicamente en eI sentido normativo del artfculo 119 del Códi-

go Penal como en la imposibi l idad de alcanzar, durante el t iem-

po que dure la ext, inción de l-a condena, idéntico cargo o fun-

clón u otro de análogo sentido.

A esta pretensión ha de

e1 actor  no considera que se t ra ta

in malam partem, sino Lan sólo de

prohibido.

oponerse, por un lado, gue

de un supuesto de analogfa

analogla,  fo cual  no está

Por otro,  s€ ataca sóIo la apl icación que de dicho
precepto ha efectuado Ia Audiencia Provincial de Cáceres; pero

el contenido de su auto, aungue con algún desliz (la referen-

cia a la adscripción -del nuevo cargo- a Ia "adminlstración ge-

neral  del  estado" -s ic-) ,  está suf ic ientemente razonado y es

razonable. Con 1o cual Ia temática es más que nada una cuestión

de interpretación de Ia Ley penal y no su j-nexistencia y exten-

sión, ta l  como, recuerda el  Minister io Fiscal ,  señalábamos en

nuest ra  Sentenc ia  80 /1-987 ( f  .  j  .3 )  .

Apl icando sin absurdos los preceptos penales,  las

resoluciones judiciales son constitucionalmente inatacabl-es
porque al  d ictar las 1os t i tu l -ares de la jur isdicción ejercen Ia

exc lus iva  y  exc luyente  po tes tad  ju r isd icc iona l  (a r te .  117.3  de

l-a Const i tución),  ta1 como es doctr ina inconcusa de este Tr lbu-

na l .

Sequndo. Los argumentos que vi-erte en su recurso de

amparo el actor no desvirtrlan la inamovil i¿uO O"f resuelto ju-

dicial impugnado. Asf:

i) a la consideración de que como Teniente de A1-

calde, €n funciones de AIcaIde, tenfa aquéI carácter de autori-

dad a efectos penales y como diputado rro, supone desconocer eI
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artfculo tL9 CP que el propio actor cita; es autoridad t,ambién
quien forma parte de una Corporación o Tribunal que Lenga mando

o jur isdicción; no cabe pensar en mayor mando o jur isdicción

gue 1a que ejerce un Parlamento que representa Ia soberanfa po-

pu la r ;

i i) a la diversidad de funclones que incumben a un

munfcipe y a un parlamentario regional cabe objetar que ambos

son cargos de elección popular por sufragio universal, l ibre,

directo y secreto; que la autonomfa loca1 y regional están en

el  mismo t f tufo,  €1 Vff f ,  de la Const i tución, garant izando el

artlculo L37 de Ia misma Ia autonomfa a municipios, provincias

y comunidades autónomas; el indudable mayor alcance polft ico de

éstas no es ni  uni forme en todo el  Estado ni  asf  percibido; y,

por úItimo, aungue a modo de reglamentos, los Ayuntamientos

tj-enen una signifÍcadlsima funcj-ón normativa de ejecución y de-

sarrol lo legal  tan importante,  en c iertos aspectos,  como las
propias comunidades autónomas;

ii i) Ia distinción radical que pretende el recu-

rrente entre funciones de la Admlnistracj-ón Local y de la Auto-

nómica, siendo en no poca medida cierta, rlo puede obviar e1 ca-

rácter representativo de] cargo, que es vfnculo polft ico con la

sociedad que le confiere legitinidad.

En méritos a Io que antecede Ia Sección acuerda Ia

inadmisión de la demanda y eI archivo definit ivo de las actua-

c i ones .

Madrid, dos de octubre de mil novecientos ochent,a y

nueve. 
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